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.Ian la antillana
Se de la Sala Segunda

EXP. N.' 01938-2014-P.A"/TC
JUNIN
ViCTOR RODRiGUEZ FERNÁNDEZ

La resolución recaida en el expediente 01938-2014-Pd/TC es aquella que
declara FUNDADO el recurso de agravio constitucional y ordena a la Oñcina de
No¡malización P¡evisional (ONP) que cumpla con ejecutar la sentencia emitida por el
Tribunal Constitucional el 11 de noviembre de 2010. confotme a los considerandos I 1 v
12 del voto en mayoría.

Dicha resolución está conformada por los votos de los magistrados Sardón de
Taboada. Espinosa-Saldaña Barrera, quien fue llamado para dirimir la disco¡dia
suscitada e¡1 autos y del exmagisfuado Urviola Hani, quien dejó firmado el voto que
emitió cuando aún estaba en funciones. Se deja constancia que los magistrados
concuerdan en el se¡tido del fallo y Ia resolución alcanza los tres votos conlbmes, tal
como lo prevé el artículo 11, primer pánalo del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional en concordancia con el afiículo 5, cuarto párrafo de su Ley Orgá1ica.

Finalmente, se adjunta los votos singulares de los magistrados Blume Fortini y
Fer¡ero Costa, quien también lire llamado para dirimir la discordia.

Lima, 18 de octubre de 2018
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS URVIOLA HANI Y
slnnóx rn rrnoeo¡

VISTO

El recüso de agravio constitucional intelpuesto por don Víctor Roddguez
Femándoz contra la resolución de folio 338, de fecha 2 de diciembre de 2013, expedida
por la Segunda Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Ju¡ín, que declaró
infundada la observación formulada por el actor; y,

L En el proceso de amparo seguido conlra la Oñcina de Nor:nalización Previsional
(ONP) el lribunal Constitucional mediallte la sentencia de fecha 11 de noviembre
de 2010, emitida en el Expcdientc 03317-2010-PA/TC, declaró ftmdada la demanda
y oidenó a la entidad emplazada "le otorgue al demandante la pensión de invalidez
vitalicia por enfe¡mcdad profesional con areglo a la Ley 26'790 y sus normas
complementarias y conexas desde el 9 de octubre de 2006, abonándosele los
reintegros, intereses legales correspondientes y los costos procesales".

2. El demandante, con fecha 18 de lebrero de 20ll (folio 273), observó la Resolución
2448-2012-ONP/DPR.SC/DL 18846 y el Informe de fecha 16 de agoslo de 2012,
las hojas resumen y liquidación de intereses iegales, hoja de cálculo de devengados,
detalle de hoja de regularización-gratificación y cuadro de remuneraciones
mensuales, alegando que para determinar el monto de su pensión se ha tomado eí
cuenta el ingrcso mínimo vital, tal como consta eI1 ei Cuadro de Remuner¡ciones
Mensuales. con lo cual hace caso omiso a 1o resuelto e¡ la sentencia del Tribunal dc
fecha 1l dc Doviembre de 2010, pues lo conecto hubie¡a sido electuar el cálculo
con base en las doce últimas remuneraciones percibidas antes de su cese laboral.

3. El Segundo Juzgado Especializado en lo Civil de Huancayo, mediante Resolución
30, de fecha 13 de agosto de 2013, expedida en etapa de ejecución de sÉntencia
(folio 292), declaró infurdada la obscrvación fonnulada por el demandante por
considerar que del lnforme de fécha 16 de agosto de 2012 (folio 252), la ONP ha
teÍido en cuenta para el cálculo de la pensión del actor las doce ¡enruneraciones
mínimas vitales anterio¡es al siniestro en estricta aplicación de la resolución emitida
por el Tribunal en el Expediente 00349-201 1-PA-/TC, considerando que de autos se
advieñe que la emplazada ha calculado correctamente la pensión del demandante,
por lo que se ha dado cabal cumplimiento a la sentencia emitida por el Tribunal
Comtitucional.

ATENDIENDO A QUE
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La Segunda Sala Mixta de Huancayo de la Cone Superior de Justicia de Junin,
mediante Resolución 34, de fecha 2 de diciembre de 2013 (folio 338), confirmó la
apelada por los mismos fundamentos.

El recurrente, con fecha 20 de enero de 2014, interpone recumo de agravro
constilücional (RAC) coI1ha la Resolución 34, alegando que la regla general

establecida en la resolución emitida en el Expediente 00349-201 l-PA,/TC solo se

aplica si resulta más lávorable al actor.

En la resolución cmitida en el Expedientc 00168-2007-Q/TC se ha señalado que
procede, de manera excepciofla], intelponer el RAC cuando se trata de proteger la
ejecución en sus propios términos de sentencias estimatorias emitidas por el
Tribunal Constitucional.

8

La procedencia excepcional del IIAC en este supuesto tiene por finalidad
restablecer el orden ju dico constitucional conespondiendo al Tribuüal valorar el
grado de incumplimiento de sus sentencias estimatorias cuando en fase de
ejecución el Poder Judicial no cumple dicha fiinción. Asimismo, los órganos
jurisdicciotales correspondientes se limita¡án a admitir el RAC, teniendo
habilitada su competencia el Tribunal ante la negativa del órgano judicial a traves
del ¡ecurso de queja a que se reñere el atículo 19 del Código Procesal
Constitucional.

En el caso de autos, la controversia consiste en determinar si en fase de ejecución
de sentencia se desvirtuó lo decidido a favor del actor en el prcceso de amparo a
que se ha hccho referencia en el considerando I supra; en particular, si pa¡a
determinar la pensión del accionante corresponde la aplicación de la resolucion
emitida en el Expediente 00349-201 1-PA/TC.

Al respecto, cs nccesario precisar que el Tribunal Constitucional, en la resolución
emitida en el Expediente 03¿19-201 1-PA/ l-C cstableció que e¡ los casos en los que
el asegurado haya cesado en sus labores antes del diagnóstico de Ia enfermedad
(fccha dc contingencia), el cálculo debia realizarse sob¡e el 100% de la
remuneración minima me¡sual de los trabajadores sujetos al régimen labo¡al de la
actividad privada, vigente en los doce meses anteriores a la contingencia. EIIo con
la finalidad de evitar que el cálculo se haga teniendo en cuenta los meses no
laborados por el asegurado - en los que no habia percibido remuneración algunaL-,
sicndo lajustificación que la pensión de invalidez sea la máxima superior posible.

9

10. Sin embargo, toda vez que en 1a práctica se presentaron supuestos excepcionales
relacionados con casos en los cuales el cálculo el'ectuado con la remuneración
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minima vital vigente arrojaba uu pensión en un monto menor al que habna
resultado de utilizar las doce últimas remuneraciones efectivanente percibidas
antes del cese labo¡al del asegurado, lo cual implicaba un perjuicio para el
demandante; en la sentencia emitida en el Expediente 1186-2013-AA/TC se

replanteó la regla establecida en la resolución emitida en el Expediente 00349-
201l-PA/TC, esto es, las reglas del cálculo de la pensión inicial para los aludidos
supuestos excepcionales er los que se solicite una pensión dc invalidez vitalicia
confome a la Ley 26790 y al Decreto Supremo 003-98-SA; ello con la finalidad
de optimizar el derecho ftmdamental a la pensión y en atención al principio pra
iomire, puesto que es necesario procurar la obtención del mayor beneficio pa¡a el
pensionista, teniendo en cuenta, en este caso, que estamos ante una pensión de
invalidez que se constituye en el medio de susleI1to de quien se encuentra
incapacitado como consecuencia de las labores realizadas.

Así, en la sentencia emitida en el Expediente 1186-2013-AA/TC quedó
establecido que el cálculo del monto de la pensión de invalidez vitalicia en los
casos en que la parte dcmandante haya co[cluido su víncu]o iaboral y la
enfermedad profesional se haya presentado con posterioridad a dicho evento, se
electuará sobre el 100 o/o de Ia remuneración minima mensual vigente en los doce
meses anteriores a la contingencia, salvo que el 100 % del promedio que resulte
de considerar las doce últimas ¡emuneraciones asegurables efectivamente
percibidas antes de la culminación del vinculo labo¡al sea un monto superior! en
cuyo caso será aplicable esta última forma de cálculo por ser más favorable para
el demandante.

12. En consecuencia, al observar que lo resuelto por las i¡stancias judiciales en
ejecución, en cumplimiento de la sentencia emitida por el Tribtutal con fecha l1
de noviembre de 2010, no haitomado en cuenta lo señalado en los considera¡dos
l0 y 1l supra, corresponde estima¡ el recurso de agravio constitucional
interpuesto por el demandante y ordenar a la ONP emita nueva resolución
otorgándole al accionante la pensión de invalidez vitalicia a partir del 9 de octubre
de 2006, para lo cual el monto de la pensión equivalente al 70 % de su
remuneración mensual! en atención al grado de 75 7o de incapacidad por la
enfermedad prof¡sional de neumoconiosis que padece, será calculado sobre ei
100 % de la "remuneración mensual" entendida como el promedio de las doce
últimas ¡emuneraciones asegumbles ef¡ctivamente percibidas antes de su cese
laboral, ocu¡rido el 23 de octubre de 1997, conforme al ceftiñcado de trabajo
expedido por la Empresa Mine¡a del Centro del Perú SA (folio 2); siempre y
cuando dicho monto resulte mayor al 100 % del promedio de las doce últimas
remuneracioÍes mínimas vitales vigentes al 9 de oclubre de 2006, fecha de Ia
contingencia.

a
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URVIOLA HANI
SARDÓN DE TABOADA

Por estas consideraciones, estimamos que se debe

L Declara¡ FUNDADO el recurso de agravio conslitucio[al

2010, conforme a los considerandos I 1 y 12 del presente auto
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2. Ordena a la Oficina de Normalización Previsional (ONP), que cumpla con ejecutar
la sentencia emitida por el Tribunal Constitucional, de fecha 11 de noviemb¡e de
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VOl'O DEL MAGISTRADO ESPINOS -SALDAÑA BARRERA

Coincirio con el sentido del voto dc los magistrados Urviola Hani y Sardón de
'l aboáda. [n consecueDcia, se debe declarar FUNDADO el ¡ecurso de ¿gmvio
constrtLlcional; y, ordenar a la Oficina de Non¡alización Prcvisional (ONP), que cumpla
con ejecular la se¡tencia emitida por cl T¡ibunal constitucional, de fecha 11 de noviembre
de 2010, co¡lome a los co¡rsidcrandos 11 y 12 delvoto de mayo¡ía.

I'SPt\OSA-SAI,DANA RARRERA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI
EN EL QUE OPINA QUE NO CORRESPONDE PRONUNCIARSE SOBRE

EL RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL, SINO DIRECTAMENTE
CONFIRMAR LA RESOLUCTÓN IMPUGNADA

Con el debido rcspeto por mis colegas magistrados, discrepo de la pa¡te resolutiva del
voto de mayo¡ía emitido en el presente proceso promovido por don Víctor Rodríguez
Fernández contra la Oficina de Normalización Previsional, sobre proceso de amparo,
que señala: "Declarar FUNDADO el recurso de agravio constitucional", pues a mi
juicio 1o que coüesponde es coniimar la resolución impugnada y no emitir
pronunciamiento aiguno sobre el ¡ecurso de agravio conslitucional, cuya concesión
habilitó la intervelción del Tribunal Constitucional.

Considero que no corresponde emitir tal pronunciamiento en el sertido acotado por las
siguientes razones:

El recu¡so de agravio constitucionai es un medio impugnatorio que pcrsigue la
revisión de la resolución (sentencia o auto) que deniega en segunda instancia una
prctensión de tutela de derechos fundamentales, que declara infundada o
improcedente la demanda; exclusivo de los procesos constitucionales de la libertad.

2. En tal sentido, una vez interyuesto este medio impugnato o, cumplidos los
requisitos cor¡espondientes y concedido el mismo, se habilita la competencia
jurisdiccional del Tribunal Constitucional para conocer, evaluar y resolver la causa,
sea por el fondo o por la forma, y emitir pronunciamiento respecto de la resolución
impugnada para anularla! revocarla, modificarla, conñrmarla o pro¡unciarse
directamente sobre la pretensjón contenida en la dema¡lda.
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Sobre esto último, Monroy Gálvez sostiene que la impugnación "es la vía a tra!és
de la cual se expresa nuestra voluntad en sentido contrario a una situación juridica
establecid¿. la que pretendemos no produzca o no siga produciendo efectos
jurÍdicos '' Entonces. los Jnedios impugnatorios "se caractedzan porque se utilizan
al interior de un proceso, y pueden tener por objeto, indistjntamente revocar o
rescindfu un aclo procesal".2 Ello, según mi c terio, sin pe¡juicio de anularla.

I MONROY CÁLVEZ, iuani "Apuntes para un estudio sob.e el recürso de casación en el proceso civil
peruano", en R4¡s¡a Pel/ano de Derccho Prccesal, N.' l, Lima, septiembrc 1997, p. 21.
? Idem. p. 23
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En conclusión, a mi iuicio, una vez admitido un recurso de agravio constitucional,
lo que corresponde es resolver la causa expresando una decisión sobre la resolución
(auto o sentencia) impugnada.

5. Confundir un medio impugnatorio con una pretensión o petitorio de demanda no
resulta de recibo ni menos se compadece con el signiflcado de conceptos procesales
elemenfales

6. Si bien es cierlo que en el presente caso nos encortramos ante un recu¡so de
agravio constitucioral atipico planteado en la etapa de ejecución de sentencia, no cs
menos cieto que, una vez concedido este y elevados los actuados al T¡ibunal
Constitucional, lo que conesponde es el análisis de la resolución matetia de
impugnación y no del recurso mismo. Es decir, la revisión de la resolución judicial
de la instancia inferior que ha sido impugnada para emitir un pronunciamiento
sobre la misma, para determiDar si es armónica y concorda¡te con el cumplimiento
de la sentencia constitucional que se viene ejecutando.

7. Por ello, en mi opinión, el eje de evaluación no va a para resolver io pretendido
por la pafe impugnante, aun cuando el cuestionamiento se plantee en la etapa
postulatoria o en la etapa de ejecución de ura sentencia constitucional, pues desde
mi perspectiva, el fallo que debe emitirse en la evaluación de los recursos de
agravio constitucional atípicos, debe centarse en confirmar o revocar o anular la
resolución impugnada.

8. Ello sin perjuicio que la regulación de este tipo de medio impugnatorio se haya
establecido directamente por el Tribunal Constitucional y que no haya sido, el
términos procesales, desarrollado en su jurisprudencia, ya que tal hecho no implica
desconocer categorías procesales básicas ni caer e¡luna mala práctica procesal.

Lo que ced¡fico:

S
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BLUME FORTINI

t'+á Secrel¿no de la S€la Segu.d¡
TRlsrJi{ALCOrSllfUCTOXAL

4. El recurso de agravio constitucional no es una pretensión, ñgura propia del iÍstituto
procesal de la demanda, pues, como bien se sabe, esta última, además de se¡ el
vehiculo procesal a través del cual se materializa el derecho de acción, contiene uta
pretensión o petito o (referido a un conflicto de intereses o a una controve¡sia
jurídica), que es puesto en conocimiento de la judicatua, para procu¡ar urla
solución judicial.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRA.DO FERRERO COSTA

El r€curso de agravio constitücional (RAC) en favor de la ejccución dc una

sentencia ronstitucioIral estimrtoria

l. La Constitución de 1993 prescr¡be que el Tribuoal Constitucional constituye
instancia de fá¡lo. Ya antes, la Constitución de 1979, por primera vez e¡ nuestra
historia, dispuso la creación de un órgano ad hoc, independiente del Poder Judicial,
con Ia tarea de garantizar Ia supremacía constitucional y la vigencia de los derechos
fundamentalcs.

2. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no pucdc ser

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones, pues si bien es el intérprete supremo de la Const¡tución, no es su

reformador, ya que como órgano constituido también está sometido a ella.

3. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, €l
Tribunal Constitucional no "concede" el RAC. Esta es una competenqia de la Sala
Superior del Poder Judicial. Al Tribunal le corresponde, una vez admitido el RAC,
conocerlo y pronunciarse sobre la resolución (auto o sentencia) cuestionada. Por
ende, no le ha sido dada Ia competencia de rechazar dicho recurso, sino por el
contrario de "conocer" lo que la parte alega como un agravio que le causa
indefénsión.

4. En ese sentido, coffesponde señalar que el Tribunal Constit!¡c¡onal a través de su
jurisprudencia ha ratificado la importancia de la efectividad del derecho que
corresponde a toda persona a la ejecución de las decisionesjudiciales en los términos
que fueron dictadasr, y estableció supuestos para la procedencia del RAC que

coadyuven a dicho objetivo. Así tenemos: i) el RAC en favor de la ojecución de una

sentencia constiluoional estimatoria emitida por el Poder Judicial (RTC 00201-2007-

w
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Con el debido respeto por mis colegas magistrados, disiento de la parte resolutiva del
voto en mayoria, emitido en el presentc p¡occso, promovido por don Victor Rodiríguez
Fernández co¡tra la Oflci¡a de No,malización Previsional, sobre derecho a la pensión,

en la parte que resrielve: "Declara¡ FUNDADO el recurso de agravio constitucional".
Ello pues, a mi juicio, lo que corresponde es revocar directamente la resoluc;ón
impugnada, de fecha 2 de diciembre de 201J, y ordenar que el monto de la pensión de

invalidez vitalicia del actor se calcule tomando e¡ cueota lo cstablecido en la sentencia
recaída en el Expediente 1186-2013-AA/TC que replanteó Ia regla establecida on la
resolución recaida cn el Expediente 00349'201 1-PA[C; y no emitir pronunciamiento
alguÍlo sobre el recurso de agravio constitucional, cuya concesión habilitó Ia

intervención del Tr;bunal Constitucional.
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Q/TC); ii) el R-AC en favor de la ejecución de una sentencia estimatoria emitida por
el Tribunal Constitucional (R'fC 00168-2007-Q/TC, modificada parcialmente con la
sTC 0004-2009-PA/rc).

5. En el presente caso, nos encontramos ante un RAC planteado en la etapa de

ejecución de una sentencia, donde, una vez concedido y elevados los actuados al

Tribunal Constitucional. corresponde a éste el análisis de la resolución materia de

impugnación y no del recurso mismo, es decir, del RAC. Por Io tanto, desde mi
perspectiva, Ia decisión debe estar referida a la ¡mpugnada, confirmándola,
revocándola o anulándola, sggún corresponda.

s

tYtrytillFERRERO COSTA
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